Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 20 minutos) 


SEÑOR MILLOR.- De acuerdo con lo que habíamos convenido, estuvimos haciendo algunas averiguaciones con respecto a las 
potestades del Poder Legislativo y a las consecuencias que implica el declarar de interés nacional un proyecto. El Poder Legislativo 
no tiene iniciativa, pero lo que puede hacer —y lo voy a proponer en el día de hoy- es una declaración que tiene que votarse en el 
Plenario, exhortando y recomendando al Poder Ejecutivo que declare de interés nacional este emprendimiento, que ya fue 
declarado de interés departamental por la Junta Departamental de Maldonado. 


Surgieron algunas dudas. En primer lugar, ¿qué implicaba que un proyecto fuese declarado de interés nacional? En las consultas 
que realicé al respecto, se me contestó que no implicaba absolutamente nada. Es decir que automáticamente no obligaba a nada, 
pero sí habilitaba al Poder Ejecutivo a otorgar determinados incentivos, ayudas y exoneraciones. En ese sentido, consulté al 
Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, contador Davrieux, y me señaló que, en líneas generales, este proyecto es 
muy bien visto por el Gobierno nacional y que lo que ellos piden, de acuerdo a un memorándum que entregaron -en el caso de que 
este proyecto sea declarado de interés nacional- no son cosas descabelladas. Por el contrario, lo que piden es bastante menor de 
lo que se suele solicitar en proyectos de este tipo. 


Hemos procurado algunos datos estadísticos, por ejemplo en cuanto a la población del pueblo Gregorio Aznárez. Allí está la 
Escuela N* 17, que tiene un total de ciento cincuenta y nueve alumnos; además, cuenta con sexto, séptimo y octavo año, con 
veintiún, nueve y doce alumnos respectivamente. Asimismo, hay un colegio privado con noventa y dos alumnos y, ocho alumnos 
que están por egresar de sexto año. Tiene una capacidad locativa ociosa realmente importante y una población —lamentablemente 
el fax que me enviaron está un poco borroso, por lo que solicitaré que lo envíen un poco más claro- de alrededor de mil tres 
personas, que viven permanentemente en Gregorio Aznárez. 


Con respecto a las exoneraciones que piden -aunque esto no sería de nuestra incumbencia, porque es potestad del Poder 
Ejecutivo- debo decir que, realmente, son muy mesuradas. Los empresarios piensan hacer una inversión de alrededor de U$S 
13:000.000, y solicitan que se los exonere de los impuestos concernientes a la importación y al IVA por esa cantidad de dinero, que 
va a utilizarse para comprar los juegos a los efectos de instalar el parque . Por otro lado, solicitan la exoneración del impuesto a las 
ganancias, hasta los diez primeros millones que obtengan y muy poca cosa más, porque no solicitan exoneración de los aportes al 
Banco de Previsión Social ni del IVA sobre lo que vayan facturando. Creo que son planteamientos bastante lógicos, pero reitero que 
este tema corresponde a la órbita del Poder Ejecutivo. Lo que podemos hacer nosotros es establecer la conveniencia o no de 
impulsar esta declaración de interés nacional. Francamente, después de haber leído la versión taquigráfica de las actuaciones de la 
Junta Departamental de Maldonado; luego de haberme entrevistado con ediles de todos los partidos políticos de ese departamento 
-porque esto fue votado, por unanimidad, en la Junta Departamental- y después de haber mantenido reuniones con los 
empresarios, cuyo representante es de origen alemán, creo francamente que este es un emprendimiento muy importante para 
revitalizar una zona que está muy alicaída, para darle otro movimiento y otras oportunidades laborales, no sólo a Gregorio Aznárez 
sino a toda la zona oeste del departamento de Maldonado, que incluye Cerros Azules, Cañada Burgueño, Pan de Azúcar, Pueblo 
Obrero y Piriápolis. Es un proyecto que, de concretarse, tendrá gran importancia a nivel nacional, sobre todo, en lo que tiene que 
ver con el aspecto turístico. Su ubicación es realmente privilegiada, ya que el parque se encontraría muy cerca de Punta del Este y 
de Piriápolis, por lo que sería muy accesible a toda la Costa de Oro, donde veranea mucha gente. 


Por estas razones, pienso que sería muy saludable apoyar este emprendimiento. Reitero que lo único que vengo a proponer es que 
esta Comisión redacte una especie de Minuta según la cual se recomendaría al Poder Ejecutivo declarar de interés nacional este 
parque, en consonancia con lo que ya hizo la Junta Departamental de Maldonado. 


Con respecto a los trámites que esto ha seguido, quisiera hacer la siguiente aclaración. Los responsables de este emprendimiento 
obtuvieron un crédito del Banco Interamericano del Desarrollo para implementar el proyecto. A partir de allí, es necesaria la 
financiación de este parque, por lo cual solicitarían las exoneraciones que acabo de mencionar. Según los números que ellos 
mismos nos proporcionaron, faltarían U$S 6:000.000. Esta cifra ya estaría financiada por los patrocinantes, que establecerían su 
propaganda en el propio parque. No obstante, ellos no colocarán el dinero hasta que el emprendimiento no sea declarado de 
interés nacional, lo cual me parece que es una cuestión estrictamente lógica. Hay que resaltar que el responsable de la empresa en 
el Uruguay ya firmó el compromiso de aportar los U$S 6:000.000. Es decir que, frente a algo que es muy saludable para el 
Uruguay, esta empresa corrió un riesgo y asumió el compromiso de aportar esos U$S 6:000.000, pero -como me señalaban, con 
mucha sinceridad- parten de la base que esa suma ya está financiada por los patrocinantes que, como decía, no colocan el dinero 
hasta que el parque sea declarado de interés nacional. 


Tengo entendido que esto ya habría sido aprobado por el Ministerio de Turismo y no sé en qué etapa se encuentra en el Ministerio 
de Economía y Finanzas. Por mi parte, mantuve contactos con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto que me comunicó que el 
proyecto es viable, que lo que solicitan no es descabellado y que se ve con buenos ojos por las razones que he señalado, ya que 
reactivaría una zona que está muy alicaída, ubicada al oeste del departamento de Maldonado; también significaría un elemento 
más para prestigiar o incentivar el turismo en el Uruguay. Además, se trataría de un emprendimiento para todo el año. 


Quisiera señalar que existe un compromiso —expresado verbalmente, pero no tienen inconvenientes en asentarlo por escrito- en el 
sentido de priorizar la mano de obra de la mujer. 


En su etapa de construcción este parque emplearía a setenta personas, pero cuando ya esté funcionando generará 270 puestos de 
trabajo. Como todos los juegos van a estar computarizados —se trata de un parque de diversiones con tecnología del primer 
mundo- los responsables tienen la idea —este no sería su único parque, ya que tienen otros en distintos países- de que estas 
computadoras, los aparatos y las propias boleterías sean manejados por mujeres. 


Deseo expresar con total franqueza —esto no escapa al conocimiento de los señores Senadores, que también conocen la zona- que 
las perspectivas de trabajo de la zona oeste de Maldonado son muy escasas para la mujer. No considero que los empleos que voy 
a mencionar sean estigmatizantes para nadie pero, ciertamente, el destino que tiene una habitante de Pan de Azúcar, Cerros 
Azules, Solís, Bella Vista, Playa Verde, Gregorio Aznárez o Piriápolis, es tratar de conseguir un empleo como mucama o camarera, 
lo que tan sólo es posible durante el verano, porque en invierno es muy poco lo que queda de actividad en la zona. 


Por todas estas razones, sería conveniente que la Comisión impulsara, en el Plenario del Senado, un informe que exhorte y 
recomiende al Poder Ejecutivo a declarar de interés nacional este emprendimiento. 


Quisiera agregar un dato que tiene que ver con las exoneraciones planteadas. Tal como señalé, se solicita la exoneración del IVA 
sobre la importación y del arancel para los juegos por U$S 13:000.000. A su vez, se pide la exoneración por cinco años del 
Impuesto al Patrimonio y del Impuesto a la Renta hasta los primeros U$S 10:000.000 de ganancia. No plantean la exoneración del 
IVA por lo que facturen ni de los aportes al Banco de Previsión Social. 


SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: me faltan elementos. Quisiera saber qué piensa el Ministerio de Economía y Finanzas sobre 
este emprendimiento. Por mi parte, me surge una visión positiva sobre el proyecto ya que, entre otras cosas, significaría una fuente 
de trabajo para una zona que todos conocemos, por lo que debe ser apoyado. A la vez, tengo algunas interrogantes que, de pronto, 
quienes están más informados me pueden evacuar. 


Este es un proyecto empresarial y como tal, tengo que estudiarlo. Yo me pregunto quiénes son los empresarios que arriesgan en 
este caso, que invierten su patrimonio y que, naturalmente, van a buscar su beneficio. 


Estas son preguntas que me surgen en este momento. De allí se puede observar el nivel de compromiso que se tiene con el 
proyecto y también da la idea de su eventual seriedad. 


Otra pregunta que me surge es por quién fue aprobada esta iniciativa, si por la Junta Departamental de Maldonado que se fue o por 
la que está funcionando en este momento. ¿La visión del Gobierno Departamental de Maldonado actual está en línea con la 
decisión que tomó la Junta anterior? No lo sé; por eso hago esta pregunta. 


De todo esto, lo que más me interesa es la visión del Ministerio de Economía y Finanzas que es el que puede estar más informado 
sobre este tema. Se me dice que el contador Davrieux, en líneas generales, estaría de acuerdo con este proyecto, pero hay una 
parte de recaudación que tiene que ver con el Ministerio de Economía y Finanzas. Por eso me gustaría tener estas preguntas 
despejadas porque no le quisiera pedir al Gobierno algo que no puede o no quiere conceder. Quisiera estar más o menos en línea 
para no pedirle más de lo que puede, y como Senador es que tomo conocimiento de este proyecto en el día de hoy, no tengo los 
elementos suficientes para tomar una decisión. Entonces quisiera que se me despejaran estas dudas. 


SEÑOR DE BOISMENU.- No puedo contestar ahora las preguntas formuladas por el señor Senador Mujica. Sí capto todo lo que se 
nos dijo en esta Comisión por parte del Senador Millor. Voy a hacer un resumen para ver si estoy en lo cierto. 


Se trata de una inversión de U$S 13:000.000 sobre la cual hay dos solicitudes de documentos de exoneración: una exoneración de 
impuestos a la importación y una exoneración del IVA del valor de la inversión. En cuanto a la gestión, hay un pedido de 
exoneración de impuestos sobre las ganancias hasta llegar a los primeros U$S 10:000.000. Por lo que se ha informado al señor 
Senador Millor, también aparece un crédito del BID, que es el que permite la realización de este proyecto. 


Las dudas que se me plantean en este sentido están relacionadas con las planteadas por el señores Senador Mujica y quizás las 
pueda contestar el señor Presidente de la Comisión o el señor Senador Millor. 


Quisiera saber qué significado tiene la declaración de interés nacional de la Comisión primero y del Senado después con respecto 
a este emprendimiento. ¿Se trata sólo de un acto de voluntarismo o tiene significados mayores? En este último caso, considero que 
debe aumentar la responsabilidad de esta Comisión y posteriormente la del Senado. Algo distinto sería que se tratara sólo de un 
acto de voluntarismo del Senado de la República, que le llega al Poder Ejecutivo y a los Ministerios correspondientes, por el cual se 
busca mejorar —como bien dice el señor Senador Millor- una situación muy difícil que tiene el departamento de Maldonado y el país 
en este momento, a través del permiso para realizar inversiones en el sector. 


Parece evidente que aquí hay interés de que se otorguen exoneraciones impositivas para la concreción de un proyecto y para que 
sea fácilmente vendido en el exterior. 


Respetuosamente pregunto a los miembros de la Comisión si es conveniente presionar al Poder Ejecutivo para que existan 
documentos en el exterior que permitan exoneraciones impositivas para que vengan determinados capitales. ¿Es bueno que se 
declaren de interés nacional proyectos que se va a salir a vender? Este es un cuestionamiento que me hago personalmente y 
sugiero que la Comisión se lo plantee. 


Pudimos averiguar que el Ministerio de Turismo —en una posición parecida a la del señor Senador Millor- está interesado en este 
proyecto como desarrollo turístico. Es algo parecido a lo que este mismo grupo tiene en Brasil, más concretamente, en la zona de 
Florianópolis. 


Por su parte, el Ministerio de Economía y Finanzas —tal vez se acerque a la pregunta formulada por el señor Senador Mujica- dice 
que frente a este proyecto, autoriza la realización de la documentación que permita las exoneraciones, si se hace un depósito, creo 
que del 0.5% de la inversión o del valor de la inversión de U$S 13:000.000. En ese caso, esa Cartera estaría en condiciones de 
declarar de interés nacional esta iniciativa o daría los documentos correspondientes para que pueda ser ofertada en el exterior. 


Este es el resumen de lo que he podido captar de este proyecto. Mi duda radica en qué valor tiene nuestra declaración y cuánto 
nos comprometemos. ¿Se trata de un acto de buena intención o cuando el Senado sugiere al Poder Ejecutivo que algo se declare 
de interés nacional, hay un compromiso mayor? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de una resolución adoptada por la Junta Departamental de Maldonado, por unanimidad de sus 
integrantes, en la anterior Legislatura. Por medio de esa resolución se declara de interés departamental el proyecto -en el ejercicio 


de las competencias que tiene la Junta Departamental- se remite oficio de esas actuaciones a los propios autores del preproyecto — 
como lo llama el señor Senador Millor y según surge de la declaración para castellanizar el nombre con el cual se denominaría la 
iniciativa- y, por último, se envían copias de todas sus actuaciones y de las actas en las que se discutió el tema, en el seno de la 
Junta Departamental de Maldonado, a la Presidencia de la República, distintos Ministerios y Comisiones respectivas de ambas 
Cámaras. Cabe aclarar que esta iniciativa fue presentada a consideración de ese Cuerpo por el entonces Edil Palomino, que es un 
vecino de la localidad de Gregorio Aznárez, a la que yo personalmente conozco porque está muy cerca de Solís de Mataojo, en el 
departamento de Lavalleja. 


En el proyecto no se solicita la declaración de interés nacional por parte de la Comisión, que no está en condiciones de hacerlo, 
aspecto que también ha aclarado el señor Senador Millor. Su intención —y seguidamente le cederemos el uso de la palabra para 
que nos aclare lo que han planteado los distintos señores Senadores- es que se curse una minuta de comunicación al Poder 
Ejecutivo en la que se expresara la aspiración del Senado de la República en el sentido de que se recorriera este camino. 


Sin embargo, comparto el razonamiento del señor Senador Mujica, acerca de que si bien la Comisión no tiene competencia para 
declarar el proyecto de interés nacional, desde el momento en que manifiesta esa aspiración es porque entiende conveniente que 
así sea y también las consecuencias que surgen de darle ese trámite. Confieso que no conozco directamente cuáles son las 
consecuencias. 


Además me gustaría —porque comparto la necesidad de introducir nuevas inversiones y fuentes de trabajo en todos los 
departamentos del país- pedir esa declaración de interés nacional, en la medida en que si la Comisión dispusiera de esas 
competencias y de los elementos necesarios, haría lo propio. Por eso en algún momento de la sesión se había planteado la 
posibilidad de convocar a la Comisión que trabaja en el ámbito del Ministerio de Economía y Finanzas y que, precisamente, tiene 
como cometido asesorar al Poder Ejecutivo en todas las solicitudes de declaración de interés nacional. De modo que dejo 
planteada esa posibilidad. 


SEÑOR MILLOR.- Trataré de evacuar todas las dudas que se han planteado. 


La exhortación del Senado respecto a una eventual declaración de interés nacional de un emprendimiento no es vinculante, sino 
simplemente una expresión de que el Senado de la República, impuesto de que hay uno que puede beneficiar a una zona del país, 
considera oportuno hacer una recomendación al Poder Ejecutivo en ese sentido. 


La segunda precisión que deseo realizar es que si el Poder Ejecutivo declara algo de interés nacional, no queda obligado 
automáticamente a nada, sino habilitado para otorgar determinadas exoneraciones, créditos o incentivos. En este caso, lo único 
que se solicita son las exoneraciones que acabo de mencionar. 


Cabe aclarar que esto ha funcionado en el ámbito de la COMAP. Se trata de un organismo de integración elástica donde siempre 
está presente la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Después intervienen las reparticiones del Estado que estén vinculadas 
con el tipo de emprendimiento. En este caso, junto con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, intervienen el Ministerio de 
Economía y Finanzas, el de Turismo y el de Industria, Energía y Minería. La última actuación del Ministerio de Economía y Finanzas 
estuvo marcada por una reunión que tuvieron los empresarios el 17 de agosto. Allí se formó una Comisión —creo que se trata de 
dos contadoras, las señoras Cigliuti y Núñez, y el arquitecto Borger- de donde surgió que este proyecto es viable en la medida en 
que los empresarios aporten los U$S 6:000.000 que harían falta. El empresario se comprometió a aportarlos porque los tiene 
financiados con los patrocinadores, pero estos no harían el aporte hasta que el proyecto no sea declarado de interés nacional. 


Debo aclarar que hay un socio uruguayo en este emprendimiento, que se llama Ricardo Cabrera. En el "ranking" de empresarios 
uruguayos está ubicado en el lugar número 80. Su actividad consiste en una fábrica de cebo, donde se elabora el 80% del que se 
destina al consumo interno y a la exportación. 


En cuanto al emprendimiento en sí, que se financió con el préstamo del BID, los aportes serían aproximadamente los siguientes: la 
empresa ELBIN S.A., que aporta los terrenos y las construcciones, estaría invirtiendo U$S 4:300.000; Megapark, U$S 2:500.000; 
Beto Carrero, U$S 1:272.000; y otros accionistas, U$S 6:318.000. Finalmente, en financiamientos por terceros, entre paréntesis 
aparece Megapark que aportaría U$S 15:600.000. El emprendimiento total sería de U$S 29:990.000. De esta cantidad faltan U$S 
6:000.000, que sería la que aportarían los patrocinadores en el caso de que el proyecto fuera declarado de interés nacional. 


Respecto a lo que señalaba el señor Senador Mujica sobre la recaudación por parte del Ministerio de Economía y Finanzas, cabe 
hacer un razonamiento que es muy sencillo. Si el emprendimiento no se concreta, dicho Ministerio no va a recaudar nada, por la 


simple razón de que no se van a importar los U$S 13:000.000 en juegos ni el parque se va a construir. Por lo tanto, tampoco 
habrá aportes al Banco de Previsión Social ni por lo que los juegos tarifen. Sí vamos a seguir teniendo ese esqueleto que ha 
quedado, llamado Gregorio Aznárez. 


De manera que si el Poder Ejecutivo decide declarar el proyecto de interés nacional y, además, realizar esas exoneraciones, creo 
que, más allá de reactivar una zona y crear fuentes de trabajo, estaría creando la posibilidad de que nuestro país pueda recaudar 
algo en un lugar en donde hoy no se produce nada. Si bien no va a recaudar por los U$S 13:000.000 de juegos que se importan ni 
por los primeros U$S 10:000.000 de ganancias por concepto de Impuesto a la Renta, de entrada va a cobrar los aportes sociales 
que generen los 70 obreros que se consideran necesarios para construir el parque, así como también los de las 270 personas que 
tendrán que hacer funcionar el parque y el IVA por la facturación que el parque genere desde que inicie sus actividades. 


Por el momento, esa es la información que tengo. De todos modos, reitero que el Senado de la República no se compromete con 
esto, sino que simplemente se trata de tomar una decisión en el sentido de si es conveniente o no que en Gregorio Aznárez pueda 
instrumentarse, por un lado, un lugar de distracción, de jerarquización de nuestro turismo y, por otro, una fuente generadora de 
mano de obra directa e indirecta. Cabe recordar que estarían los 70 obreros que construirían el parque y los 270 operarios, de los 
que la mayoría serían mujeres, que harían funcionar el parque, pero por otro lado está lo que se mueve colateralmente, porque 
cuando se mueve la construcción hay muchas otras empresas que también tienen un incentivo económico porque suministran 
materiales. Además, cuando en un lugar en el que hoy no hay nada se generan 270 puestos de trabajo, también se mueven todos 
los comercios locales, desde la provisión, la confitería, hasta la tienda. 


Con total franqueza quiero reconocer una vez más que en este tema el que habla ha estado un poco omiso, porque desde que se 
instaló la Comisión tenemos este material en nuestro poder. Lo hemos estudiado durante el último mes y llegamos a estas 
conclusiones. Lo que más nos alienta es que, al averiguar lo que implicaba que el Senado exhortase a la declaración de interés 
nacional, se nos dijo que no era otra cosa que fortalecer la aspiración y que el Poder Ejecutivo no quedaba vinculado. Después 
pregunté qué significaba que el Poder Ejecutivo declarase algo de interés nacional y me contestaron que automáticamente no 
implicaba nada, pero que habilitaba legalmente al Poder Ejecutivo para después establecer ayudas, exoneraciones e incentivos. La 
tercera pregunta que realicé fue si lo que pretendía pedir la empresa —de acuerdo con lo que ha documentado por escrito- en el 
caso de que se declare de interés nacional, era descabellado o insensato. Allí se me contestó que el petitorio era bastante 
moderado con relación a otro tipo de emprendimientos —algunos se han conseguido, otros no- que han sido declarados de interés 
nacional. 


Francamente, pienso que el Senado haría un aporte y demostraría una sensibilidad frente a algo que hoy es un requerimiento 
unánimemente asumido por toda la zona oeste del departamento de Maldonado. Reitero —y es cierto lo que dice el señor Senador 
Mujica- que esto fue tratado en la Junta Departamental anterior, en la que había representantes de todos los partidos políticos y 
donde fue votado por unanimidad. Pienso que si la Junta no ha vuelto a tratar el tema, es porque ya lo da por aprobado y considera 
que no es conveniente derogar lo que en aquel momento se votó, es decir, la declaración de interés departamental y la remisión al 
Senado de la República para ver si éste podía realizar una exhortación al Poder Ejecutivo para que lo declarase de interés 
nacional. 


Quería referirme ahora al régimen de trabajo, porque quisiera que este punto se tratara el miércoles próximo y hago este planteo 
por lo siguiente. Sé que el tratamiento del Presupuesto insume mucho tiempo, pero en la Comisión de Industria y Energía, el señor 
Senador Astori, en virtud de la experiencia que tiene en temas presupuestales —desde que ha sido electo Senador, siempre ha 
integrado la Comisión de Presupuesto- nos dijo que a lo sumo podríamos trabajar uno o dos martes más, y pienso que quizás el 
mismo criterio se puede aplicar en esta Comisión. El asesoramiento del señor Senador Astori en la Comisión de Industria y Energía 
me resultó fundamental porque soy quien la preside y, además, porque por más que se ha trabajado, todavía hay seis audiencias 
pendientes y dos proyectos de ley a aprobar, uno de los cuales es de mi autoría. Por lo pronto, queremos aprobar el proyecto 
relativo a la industrialización de la sidra, que viene de la Cámara de Representantes y al cual le introdujimos modificaciones. 
Entonces, en dicha Comisión hemos decidido trabajar el próximo martes 7 —si no me equivoco- y el siguiente. No sé si la Comisión 
de Vivienda está en las mismas condiciones. El gran problema que existe en la Comisión de Industria y Energía es que la mayoría 
de los integrantes están involucrados en la Comisión de Presupuesto aunque, por lo que manifestó el señor Senador Astori, los 
ritmos parlamentarios hacen que podamos trabajar por lo menos dos semanas más. 


Entonces, propondría, señor Presidente, tomarnos una semana de tiempo. Tengo una posición asumida con respecto a esto, pero 
me parece lógico que los señores Senadores puedan tomarse un tiempo más. Estoy dispuesto a suministrar el material que sea, 
aunque lo malo sería fotocopiar toda esta documentación, porque tiene muchas fotos y algo de literatura, pero forma parte de la 
presentación del proyecto. De cualquier manera, está a disposición de los señores Senadores que quieran estudiarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos convocar, entonces, una reunión de esta Comisión para el próximo miércoles a la hora 11, y si 
hubiera algún cambio con respecto al horario de las Comisiones, consultaríamos a los señores Senadores y buscaríamos la forma 
de reunirnos la próxima semana. 


SEÑOR MILLOR.- Quería leer a los señores Senadores una nota del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente que puede haber venido precisamente por este tema. El 1? de agosto de 2000, dicha Cartera remitió al Representante 
Nacional Pedro Sande una nota que dice lo siguiente: "Hemos estudiado la propuesta de creación del Parque Temático en Gregorio 
Aznárez. Esta Dirección Nacional considera que el proyecto es beneficioso para el desarrollo del turismo y que contribuye, por otra 
parte, a reconstruir un predio con instalaciones abandonadas y que, como todo emprendimiento que implique crear puestos de 
trabajo e incrementar el turismo sin costos ambientales y sin provocar disfunciones territoriales, debe contar con el expreso apoyo 
de esta Dirección". Repito que esta nota se la envía el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente al 
Representante Nacional Pedro Sande —que según me acotan es del Partido Colorado- quien, por lo visto, se ha interesado en el 
tema. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Millor) 
(Ingresa a Sala la delegación de la Sociedad de Arquitectos del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial, doy la bienvenida a la Sociedad de 
Arquitectos del Uruguay, la que ha sido citada para que nos ilustre acerca del proyecto de ley sobre ordenamiento territorial. Se 
encuentran presentes los señores Senadores Mujica y de Boismenu, la señora Senadora Xavier, el Secretario del Senado, 
arquitecto Hugo Rodríguez, el secretario de la Comisión, Luis Berrutti, y quien habla. Debo excusar expresamente al Presidente de 
la Comisión, señor Senador Gallinal, quien se tuvo que retirar recién en virtud de que tenía una cita política muy importante. 


Tiene la palabra el arquitecto Olivera. 


SEÑOR OLIVERA.- Antes que nada me voy a presentar; soy el arquitecto José Luis Olivera, Presidente de la Sociedad de 
Arquitectos del Uruguay. Me acompañan la arquitecta Alicia Artigas, Secretaria General; el arquitecto Roberto Pena, Coordinador de 
la Comisión de Urbanismo de nuestro gremio; y el arquitecto Victorio Quagliata, miembro de la Comisión de Urbanismo. 


En principio, quiero agradecer a los señores integrantes de esta Comisión la invitación que nos han cursado. El tema del 
ordenamiento territorial nos atañe en múltiples dimensiones: por un lado, por ser el territorio una materia directamente vinculada 
con nuestra profesión; por otro, porque una ley sobre ordenamiento territorial, obviamente, va a requerir de nuestros colegas 
funcionarios de las diferentes administraciones municipales y de la Administración Central, en tanto serán ellos quienes tendrán la 
tarea de llevar adelante la gestión del territorio; y, por último, porque también implica a todos los colegas que actuando en diversos 
ámbitos, ya sea dentro del Estado como en el libre ejercicio profesional, van a estar directamente involucrados con el resultado de 
esta iniciativa legislativa. 


Antes de incursionar en el tema que nos ocupa, quisiera formular algunas precisiones. Evidentemente, nuestro gremio, en tanto es 
el único que unifica a todos los arquitectos del país, está cortado por diversas opiniones, a veces contrapuestas con relación al 
texto propuesto en el proyecto de ley. Por lo tanto, debemos tener una ponderación extrema al exponer la posición de la Sociedad 
de Arquitectos del Uruguay, a los efectos de no herir a alguno de los colegas que han estado en las dos puntas de opinión. 
Seguramente, los señores Senadores han sido testigos de ello, ya que los ha visitado un colega corredactor del proyecto de ley, 
además de haber recibido la presencia de otros colegas que discrepan en forma enérgica con el texto propuesto. No pretendemos 
tener la unanimidad de los colegas, pero debemos considerar las posiciones divergentes. 


Ingresando directamente al tema por el cual fuimos citados, debo señalar que consideramos altamente conveniente la existencia de 
una normativa que regule y que dé pautas claras sobre el manejo del territorio. Esta es una primera aseveración que tiene valor de 
premisa, dado que la Sociedad de Arquitectos del Uruguay siempre ha reclamado un marco normativo, o por lo menos un 
"aggiornamiento" de los existentes, como por ejemplo, la Ley de Centros Poblados de 1946, o la Ley Orgánica Municipal, en sus 
aspectos de gestión. Estos marcos normativos datan de muchas décadas atrás, por lo que se hace necesaria una actualización, ya 
sea mediante este proyecto de ley u otro que pueda surgir de la discusión. 


También debo decir que, en términos generales, esperábamos de este proyecto de ley una "ley marco" que contuviera aspectos 
más globales y que no fuera una "ley ómnibus" —si es que se puede calificar así- ya que ataca infinidad de temas y deja un margen 
muy estrecho para el accionar de los gobiernos municipales y para quienes van a tener que llevar adelante la planificación del 
territorio. Digo esto porque el modelo utilizado es el modelo francés de planificación en el que la existencia de planes en cascada 
va acotando los márgenes de discrecionalidad que puedan tener los diferentes municipios, de acuerdo con sus capacidades y sus 
recursos materiales y humanos para llevar adelante la planificación. 


Nuestra exposición va a estar dividida en dos partes. En la primera, la arquitecta Artigas va a analizar la propuesta en términos 
conceptuales, mencionando en qué aspectos discrepamos y en cuáles estamos de acuerdo. La segunda parte va a estar a cargo 
del arquitecto Quagliata, quien va a tratar de exponer los factores que debería tener una ley marco de ordenamiento territorial. Las 
exposiciones serán concretas y sintéticas, sin perjuicio de realizar esas aclaraciones que nos parece que corresponden. 


En consecuencia, si el señor Presidente me permite, voy a ceder el uso de la palabra a la arquitecta Alicia Artigas. 


SEÑORA ARTIGAS.- Como decía el arquitecto Olivera, esta primera parte se refiere específicamente al articulado del proyecto de 
ley. 


Comenzando por el título del proyecto de ley, que dice "Ordenamiento y Desarrollo Territorial", debemos decir que, a nuestro 
entender, el desarrollo abarca el ordenamiento y no a la inversa. Entonces, el título estaría invertido dado que, reitero, el desarrollo 
abarca el ordenamiento y no a la inversa. 


Por otro lado, voy a hacer mención a lo que manifestaba el arquitecto Olivera sobre la ley marco. La exposición de motivos del 
proyecto de ley señala que esta es una ley marco, mientras que su contenido es excesivamente detallado como para tener dicho 
carácter. La mayor parte de estos artículos corresponderían a una reglamentación de una ley marco y no a una ley marco 
propiamente dicha. Por lo tanto, como la doctrina sobre el ordenamiento territorial es cambiante de acuerdo con las distintas 
tendencias, nuestra opinión es que la ley debería ser suficientemente esquemática —o sea, tendría que tener la forma de una ley 
marco- como para que esos vaivenes de la doctrina pudieran adaptarse durante el transcurso de la vigencia de dicha ley. Este 
detalle tan exhaustivo de este proyecto de ley se ve sobre todo en los artículos 18 al 23. Específicamente en el literal C) del artículo 
21 se llega al punto que dentro del contenido de los planes y programas figuran las características que deben reunir los 
fraccionamientos, y se describen anchos de calles, áreas mínimas y máximas de solares, coeficientes de ocupación del suelo, 
alturas, retiros, fachadas, jardines —recalco esto; fachadas y jardines- plantaciones, estilos arquitectónicos, así como alguna otra 
disposición urbanística necesaria y conveniente. Es decir que se llega al detalle minucioso de definir estilos arquitectónicos. Como 
arquitectos y como defensores de la libertad de creación dentro de nuestra profesión, nos parece que este elemento es demasiado 
taxativo. 


En general, estimamos que todos los planes tienen una composición excesivamente detallada que correspondería a una 
reglamentación de la ley y no a una ley marco. 


En el artículo 24, correspondiente a la Sección sobre Planes de Regulación y Equipamiento de Asentamientos, figuran los 
asentamientos irregulares como parte de una ley. De manera que nosotros estaríamos incluyendo en una ley algo irregular 
relacionado con el ordenamiento territorial. Nos parece que la regularización de asentamientos debería figurar dentro de los planes 
especiales que se detallan en la reglamentación. 


Por otra parte, en el artículo 26 simplemente se mencionan las compensaciones de cargas y beneficios, sin especificarlas, siendo 
que existen muchos instrumentos que los podrían reglamentar. Desde el punto de vista urbanístico, existen mecanismos idóneos 
como sistemas de suelo creado, cautelas y otros procedimientos de fomento relacionados con distintas actividades. 


En el artículo 27 se dice que no podrá autorizarse ningún fraccionamiento en el cual no se hayan construido efectivamente a costo 
del proponente todas las infraestructuras imprescindibles. A nuestro juicio, el tema de los fraccionamientos está suficientemente 
explicitado en la Ley de Centros Poblados. Se podría evitar el fraccionamiento en zonas en donde no se construyen servicios, si se 
elimina el artículo 15, relativo a la modificación de la mencionada Ley, de octubre de 1946. 


A continuación, quisiera referirme a otro tipo de especificaciones sobre la necesaria aprobación municipal de los fraccionamientos. 
Creemos que este mecanismo debe aplicarse en el caso de fusión y división de predios, aunque tenemos una pequeña 
discrepancia con los agrimensores. Ellos plantean que la fusión de predios no debe ser objeto de un permiso específico, pero 
nosotros creemos que sí, desde el momento en que predios de dimensiones mayores a las usuales —en el tejido urbano, suburbano 
o rural- pueden generar tapones para el desarrollo territorial. Por ejemplo, si tenemos un territorio dividido en manzanas y otro no, 
con determinadas dimensiones y pertenecientes a un solo propietario, muy probablemente eso dé lugar a un desequilibrio territorial. 


En la Sección VII, sobre Participación Ciudadana, apenas se nombran consultas puestas de manifiesto. Sabiendo que existen 
ciertos mecanismos de participación más participativos, valga la redundancia, se podrían desarrollar otros en tal sentido. 


En cuanto a los planes, además de tener un exceso de detalle, no se explica cómo se financian aquellos. De manera que la ley 
obliga a los Gobiernos Departamentales a elaborar planes de distintas escalas, pero luego no explicita cómo van a ser financiados. 
En algún artículo se dice, simplemente, que podrá colaborar, pero no obliga. Este punto nos preocupa mucho, ya que la ley puede 
obligar a realizar los planes, pero también debe generar recursos para que las Intendencias puedan llevarlos a cabo. Tampoco 
figura quiénes elaborarán los planes. Entonces, si vamos a ser tan exhaustivos en cómo van a hacerse los planes, también 
deberíamos decir cómo financiarlos y a cargo de quiénes estarán. Por tanto, tendría que dar las garantías de que los equipos 
técnicos que los elaboren sean idóneos en la materia. 


En el Título 1!l, Instrumentos de Gestión, nos detenemos en dos temas. En primer lugar, el relativo a la cartera de tierras, que figura 
en el artículo 48. Allí se desafectan del actual destino y se afectan al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente todos los inmuebles fiscales que a la fecha de promulgación no se encuentren destinados a recursos específicos. 
Entendemos que esto no es materia específicamente nuestra, pero puede ser complejo que organismos públicos cedan sus 
patrimonios a la cartera de tierras nacional. Consideramos que esto debe ser motivo de una reflexión. Deberían figurar los 
principios y objetivos de la cartera de tierras en la ley marco. 


En segundo término -en cuanto a los instrumentos de gestión- las sociedades de economía mixta están muy detalladas y 
reglamentadas dentro de una ley y, a nuestro juicio, debería ser objeto de una reglamentación específica. En realidad, aparecen 
pocos de los instrumentos hábiles que existen en la disciplina de ordenación del territorio. A pesar de que las sociedades de 
economía mixta están muy detalladas, deberían incluir también, si es que las vamos a reglamentar, mecanismos de control de la 
gestión por parte de los accionistas, que no figuran aquí. 


En general, reitero las expresiones del arquitecto Olivera, acerca de que consideramos muy necesario la existencia de una ley 
sobre ordenamiento territorial para nuestra profesión y para todo el territorio nacional. 


Muchas gracias. 


SEÑOR OLIVERA.- Los señores Senadores ya han recorrido un camino importante en el análisis de este proyecto de ley. Nosotros 
hemos realizado análisis muy profundos al respecto, incluso, desde la primera iniciativa propuesta que fue presentada en el Banco 
Central. De manera que siempre hemos seguido de cerca las diferentes redacciones de este proyecto. Por tanto, se han hecho 
análisis exhaustivos de los articulados. 


Repasando las consultas que han realizado los señores Senadores, encontramos que era demasiado tedioso hacer nuevamente un 
estudio de cada uno de los artículos. Pensamos que es más conveniente centrarnos en una visión global, en los aspectos 
conceptuales y filosóficos del proyecto, en lugar de ingresar a un análisis fino del articulado. Tampoco nos propusimos hacer un 
estudio desde el punto de vista jurídico, por considerar que no somos idóneos para ello. Sólo nos podemos referir a aspectos 
jurídicos más gruesos que pueden incidir en el ejercicio de nuestra profesión. 


De todas formas, suscribimos algunas de las críticas hechas por algunos colegas que también los han visitado. Pero nos resultaba 
redundante y obvio referirnos a ellas nuevamente. De manera que hemos procurado concentrarnos en algunos aspectos 
conceptuales y no en el articulado en sí. Hemos marcado algunos puntos, como por ejemplo, asentamientos, cartera de tierras y la 
creación de sociedades de economía mixta, entre otros. Concretamente, me refiero a lo que ya mencionó la señora Artigas. 


En síntesis, pensamos que si se introducen algunos ajustes a este proyecto de ley, se podría transformar en la reglamentación de 
una ley marco. Parece que fuera más bien un instrumento de reglamentación -por el grado de detalle que posee- que una ley. No 
pensamos que el esfuerzo de elaborar este proyecto de ley haya sido en vano; todo lo contrario. Creemos que tiene elementos 
suficientes como para transformarse en una buena reglamentación. Pero no es el marco adecuado para la regulación de nuestro 
territorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de cederle la palabra al arquitecto Quagliata, debo decir que el Senado entra en una etapa muy 
particular, la de la Ley de Presupuesto y después ingresaría en la Ley de Urgencia, lo que probablemente insuma el resto del 
Período y más allá. Incluso creo que vamos a tener que trabajar en enero en estas dos leyes, más la Ley de Software. 


Francamente -y creo interpretar el sentimiento de todos los señores Senadores- no veo que en este año se pueda terminar con 
este proyecto de ley. No sé qué opinan los demás señores Senadores, pero a mí, el trabajo que anuncia el arquitecto Olivera -y que 
por tedioso entendió no conveniente traerlo a esta Comisión- de un análisis de la Sociedad de Arquitectos, artículo por artículo, 
sería muy útil durante todos estos meses que faltan —incluso los de verano- por lo que sería conveniente que nos hicieran llegar por 
escrito esa información, artículo por artículo, y alguna sugerencia de en qué debería consistir la ley marco. 


SEÑOR OLIVERA.- Eso se lo vamos a dar por ahora y nos comprometemos a hacerles llegar el análisis artículo por artículo sobre 
la propuesta que hoy está a consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el arquitecto Quagliata. 


SEÑOR QUAGLIATA.- Antes de empezar a hablar de la parte propositiva, creo que no voy a poder alejarme por lo menos de una 
posición que hace a una deformación profesional si se quiere en esta materia, por la cual nunca se parte de cero. Eso obliga 
prácticamente a tener consideraciones de tipo histórico, aunque no quiero entrar a aburrirlos con eso, no porque los tenga que 
informar, sino porque son archiconocidos determinados lineamientos históricos que hacen a la materia. De todos modos voy a 
hacer un refresque de memoria, por lo menos en lo que tenga que ver directamente con este tema. 


Hay un planteo vigente en la sociedad de que estos temas están bastante alejados del ciudadano común y creemos que la cosa es 
un poco distinta. Por eso me veo obligado a hacer algunos punteos, si se quiere, históricos sobre este tema, previos a la parte 
expositiva estrictamente. En algún momento y en otros lados dije que esta era la profesión más antigua que hay, aunque parezca 
mentira, porque todo lo que tenga que ver con la actividad del ser humano tiene que ver con un espacio físico que lo contenga. Por 
lo tanto, no me voy a ir ni siquiera a la prehistoria. Me gustaría ir a la historia más reciente, si se quiere, que comienza 
prácticamente con los albores de nuestra Patria y que tiene que ver con la consideración que hubo sobre el Río de la Plata por 
parte de los españoles, lo que es considerado en los hechos como una etapa muy tardía de la colonización española en América. 


El Río de la Plata, la Banda Oriental, especificamente, era considerada la tierra de ningún provecho en los mapas de la época. Esto 
hasta que Hernandarias la convirtió en una mina de cueros, donde surge el gaucho como arquetipo de la campaña y como cazador 
ecuestre del vacuno, prácticamente para extraer el único producto acopiable y comercializable de la época que era el cuero. O sea 
que ya estoy relacionando aspectos políticos y económicos, fundamentalmente, que tienen que ver con la planificación territorial, la 
organización o la estructuración misma del territorio. 


La introducción de la ganadería valorizó de alguna manera el territorio nacional o el territorio que tenemos hoy. Ese comienzo, 
además, activó principalmente la frontera entre España y Portugal. Prácticamente se funda Colonia del Sacramento en 1680 como 
una reacción a los efectos de marcar las diferencias entre España y Portugal. Recién 40 años después España se acuerda —o sea 
que hay prácticamente una desidia de fundación- de fundar Montevideo. O sea que prácticamente vemos una ligazón entre los 
aspectos económicos y políticos y lo que es la estructuración del territorio que es fundamental y vital para comprender hoy cómo es 
que tenemos que tener por lo menos conciencia sobre lo que es la planificación territorial. 


Montevideo comienza siendo una fortaleza militar para frenar el avance portugués y termina siendo el rival de Buenos Aires. 
Prácticamente entre 1750 y 1800 hay una consolidación del control montevideano sobre el interior del territorio nacional y una 
configuración orgánica en torno a la ciudad puerto, a la vez que se marca la frontera ante el avance portugués. 


Entre 1806 y 1807 tenemos las invasiones inglesas que difunden la teoría y práctica del comercio libre en Buenos Aires y 
Montevideo exacerbando su rivalidad y generando en ambas actitudes de independencia frente a las autoridades legales. ¿Esto 
qué quiere decir? Que después tendrá una consecuencia entre 1810 y 1824 en que prácticamente, toda América Hispánica, salvo 
Cuba y Puerto Rico, se emancipa de su metrópolis europea. Esto es importante tenerlo en cuenta porque de alguna manera en esa 
época tenemos, entre 1811 y 1820, un proceso muy particular en nuestro país. Evidentemente estoy hablando de la Revolución 
Artiguista. Pero, prácticamente, ahí tenemos algo que si se quiere es el antecedente más notorio en esta materia de lo que es la 
historia contemporánea y es el Reglamento Provisorio para el Fomento de la Campaña y Seguridad de los Hacendados que dicta 
Artigas el 10 de setiembre de 1815. Esto es verdaderamente un legado, si no el más importante, el más notorio y el más acertado 
de la Patria Vieja en esta materia. Prácticamente después de la Liga Federal, ya entramos a tener una serie de consideraciones 
notables con la inmigración europea. Ese aluvión que nos viene desde fines del Siglo XIX hasta principio del XX, en el cual se 
estructura una nueva tendencia en la doctrina de esta disciplina. Se trata de una doctrina que obviamente está ligada a los 
procesos económicos, sociales y políticos que se daban en la época, tanto en Europa como en nuestro país. 


Fundamentalmente a principios de siglo se da una tendencia a un fortalecimiento del municipalismo, o por lo menos una incipiente 
forma de llegar a esa forma que es de alguna manera el legado del federalismo artiguista, hasta que vemos que se produce una 
maduración en toda su estructuración que nos llega hasta nuestros días. En términos de organización del territorio, prácticamente 
se manejaron normas muy aisladas. En algún momento se hizo referencia a la Ley de Centros Poblados, pero quiero decir que no 
es la única. Incluso se dictaron normas muy anteriores, aunque ahora no voy a hablar de la Ley de Fortalecimiento de los 
dictámenes de las Leyes de Indias, por ejemplo, que fueron las primeras normas y a las que se les llamaba Normas de 
Ordenamiento Territorial -dictadas por Felipe Il en aquella época- y que tenían que ver con las Leyes de Indias. Pero, 
fundamentalmente, en el año 1885 tenemos una norma que prácticamente nos rige hasta hoy y que es la Ley de Construcciones. 
De alguna manera ésta configura una forma de actuar sobre determinadas partes del territorio que hasta ahora lo estamos 
manejando. 


Yendo a la historia más reciente —para no ser muy largos en esta parte- queremos decir que hay prácticamente cuatro 
antecedentes contemporáneos del actual proyecto de ley en consideración del Senado. Uno de ellos nace prácticamente en la 
década del 60, generado o como producto de todo lo que fueron los lineamientos trazados a través de la Oficina de la CIDE y que 
termina o culmina, de alguna manera, en el proyecto que presenta Juan Pablo Terra en mayo del 73, al Senado, y que por razones 
obviamente por todos conocidas, no fue tratado, pero es un buen referente. Era adecuado a una coyuntura muy particular que 
establecía determinados lineamientos que hoy se puede decir que son superados porque hay determinadas normas que de alguna 
manera tomaron algunas de las propuestas que en este proyecto de ley se hacían, caso de la conformación del Ministerio de 
Urbanismo —como se llamó en aquél momento- actual Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Otro tema incluido en esa ley era un aspecto sobre el cual, inclusive, el entonces Senador Juan Pablo Terra hacía una autocrítica, 
en cuanto al carácter excesivamente urbano de su contenido. Esto no es a modo de crítica, sino que hay que verlo en el entorno de 
la coyuntura en que se movía ese tipo de inquietudes. No olvidemos que estamos hablando de cuarenta años atrás aunque, sin 
duda, hubiera representado un paso más adelante del que se estaría dando ahora -cuarenta años después-; por lo menos, en la 
consideración, es un paso más avanzado que en ese entonces. 


Posteriormente, hay un referente muy importante que es el proyecto que se presenta, justamente, el 10 de setiembre —otra vez- de 
1987 por parte de Wilson Ferreira Aldunate, sobre la descentralización y el acondicionamiento del territorio, por el cual también se 
establecían determinadas pautas, que es muy importante tenerlas en cuenta en este momento y que hacían al tema de la 
descentralización territorial y al fomento de esta disciplina en función de consideraciones de tipo económico. De alguna manera, 
entrelazaba lo que tiene que ver con la planificación del territorio, con aspectos económicos. Había una vinculación muy fuerte en 
todo lo relacionado con la OPP y con lo que en ese momento se llamó Oficina de Acondicionamiento Territorial, o al menos se 
proponía que se denominara así. 


A partir de 1993 ó 1994, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente lleva adelante una ardua tarea por la 
cual presenta lo que, a esta altura, son ocho anteproyectos. Concretamente, el que ahora está a consideración del Senado es el 
octavo. Hay un proceso participativo bastante interesante de ver, por el cual se solicitó informes a, prácticamente, todas las 
organizaciones no gubernamentales y los sectores ligados al poder central o descentralizado del Estado, a los efectos de que 
dieran su opinión en torno a este proyecto de ley. 


En 1997, se presenta un proyecto de ley referido a toda esa maduración de las inquietudes y opiniones que se habían vertido entre 
los actores que tenían que ver con el tema. 


En 1998, el Ministerio promueve otro proyecto de ley, en el que no sólo se tienen en cuenta todas las iniciativas anteriores y las 
nuevas inquietudes de los agentes involucrados en esto, sino, además, las consideraciones de organismos como la Sociedad de 
Arquitectos que, a fines de 1997, había realizado el Congreso Nacional, que tenía relación con el punto y había formulado una serie 


de recomendaciones muy interesantes por las que se veía el sentir y también el quehacer, sobre todo, de los técnicos ligados a las 
oficinas del interior del país. 


Posteriormente a ese proyecto, se promueve el que ahora está a consideración del Senado, cuyas características en parte hemos 
visto y respecto de las cuales hacemos una serie de propuestas, en función de determinadas críticas que han hecho diferentes 
colegas y actores vinculados al tema. Lo primero que proponemos -y creo que es muy poca la disidencia que hay- es que en este 
caso debe tratarse de una ley marco. En eso estamos todos de acuerdo, pero el problema es saber cuál es el contenido que 
proponemos para esa ley marco. Creemos que el mismo debe estar basado, fundamentalmente, en determinados principios y 
objetivos claros. Pensamos que una ley de estas características debe tener en cuenta toda la normativa vigente, tanto nacional 
como departamental. Si no establecemos -digamos- la ley de base para la consideración, en sus justos términos, de cada una de 
esas normas, terminaríamos en lo que en algún momento se denominó "ley ómnibus" y entrando a considerar aspectos muy 
puntuales de la misma. 


Con esto quiero significar que toda la normativa relacionada, o sea, tanto la Ley de Construcciones, la Ley de Expropiaciones, la 
Ley de Centros Poblados y sus reglamentaciones, la Ley Orgánica Municipal -y podría seguir con aspectos sectoriales, como la Ley 
de Hidrocarburos, la de Electricidad y la de Telecomunicaciones, es decir, las actividades que, desde el punto de vista estatal y no 
estatal tienen que ver con el territorio- debe tenerse en cuenta a la hora de elaborar una ley de estructuración del territorio. 


Uno de los planteos que se hace es que sería insoslayable manejar determinados principios de sustento -a través de esta ley 
marco- que, fundamentalmente, se relacionan con preceptos que emanan de la última Constitución, que son los aspectos de 
descentralización del territorio y los que tienen que ver con una postura de participación ciudadana mucho más firme que la que se 
plantea —, a mi juicio, bien- en el proyecto a consideración. Entendemos que este aspecto debería ser tenido en cuenta en forma 
más orgánica y alcanzar a todos los niveles. ¿Qué quiero decir con esto? Que en la estructuración de los instrumentos que se 
tengan que manejar para hacer efectivo todo lo vinculado con la planificación, debemos considerar la participación ciudadana a 
diferentes escalas. Es muy tentador decir que la expresión del análisis de la estructuración territorial son los planes. De alguna 
manera, yo me contengo un poco, habida cuenta de que los planes son una de las formas de expresión de esa manera de 
organización del territorio que, obviamente, tienen que ver con una estructura institucional de la que tiene que depender. ¿Qué 
significa esto? El plan tendría dos acepciones; una de ellas es la que se toma de las últimas doctrinas contemporáneas como 
proceso más que como plano, vocablo originado en la traducción francesa de "planne", y la otra que, estrictamente, es "plan". 


La actuación que tenemos ahora los planificadores del territorio es en carácter de consideración de procesos y, como tal, estamos 
planteando que la formulación de los instrumentos de gestión, no debería pasar exclusivamente por "planos" o "planes" que no 
sean de carácter evolutivo. Eso significa que el carácter evolutivo o carácter de proceso que se da a los planes está muy ligado a la 
participación ciudadana, en forma directa o indirecta. Hablo en esos términos por cuanto la participación directa involucra, 
fundamentalmente, a las escalas locales de actuación o de opinión sobre los planes. 


Evidentemente, cuando estamos hablando de territorio de alcance mayor, como pueden ser las regiones o los territorios 
internacionales —en los cuales también estamos inmersos- la participación popular no sólo se hace dificultosa, sino impracticable. 
Por lo tanto, deben cumplir un mayor protagonismo, obviamente, los órganos legislativos, tanto departamentales como nacionales, 
en sus respectivas esferas. 


Eso significa que, desde nuestro punto de vista, la propuesta de ley debe tener una vinculación mucho más firme entre, digamos, 
los instrumentos que se utilicen y los órganos legislativos competentes, tanto a nivel local como departamental, si es que hablamos 
de los planes directores, y también nacional en lo que tiene que ver con las políticas nacionales de ordenamiento territorial. 
Asimismo, creemos que, de alguna manera, éstas deben ser analizadas en el proyecto de ley porque esta norma va a tener que 
ser, a su vez, la reglamentación de la ley de creación del Ministerio. En algunos lados se ha escuchado, con mucha razón -sobre 
todo, hay consideraciones que parten del propio Ministerio- que se ha visto como poco efectiva, en la práctica, la instrumentación 
de los planes o las políticas nacionales, al no tener una ley que la respalde. Esto es lícito y es así.. Por lo tanto, al considerar este 
proyecto de ley también tenemos que tener en cuenta que estamos reglamentando, de alguna manera, la ley de formación del 
Ministerio, que dictaminaba que tiene que haber una política nacional, un programa general y planes nacionales de ordenamiento 
territorial. Lamentablemente, acá voy a hacer una crítica: en el proyecto de ley, si bien están nombrados, entendemos que no está 
suficientemente profundizado el aspecto de política o programa nacional a los efectos de tener estas consideraciones que hacía. 


Por otro lado, otro de los principios que debería manejarse es eso que rescataba hoy, con respecto a uno de los referentes. O sea, 
que de alguna manera, los planes que se hagan de ordenamiento territorial o de acondicionamiento del territorio en general, 
tendrán que estar muy vinculados a lo que tiene que ser una planificación económica. Si vamos a un ejemplo concreto, creo que a 
nadie le caben dudas acerca de que, si un inversor nacional o extranjero quisiera hacer algo en el territorio, tiene muy claritas las 
leyes económicas y financieras que hay, y todos los riesgos que puede correr la parte económica. Sin embargo, con respecto a la 
parte física, todo el mundo hace agua. No es extraño recordar algunos ejemplos en donde determinados Intendentes han llegado a 
tener que denegar, después de varios días, por no saber cómo enfrentar la situación ante la pregunta ¿dónde localizo tal actividad? 
cuando los capitales estaban. Es decir, cuando las reglas económicas estaban claras pero, desde el punto de vista físico, estaba 
faltando eso otro. Por lo tanto, entendemos además que la ley marco tiene que contener, por lo menos a título expreso, el saber 
cómo dirigirse a las normas que rigen y que son accesorias a este texto. Me estoy refiriendo, particularmente, a las normas 
departamentales, porque no las vemos y están ahí al lado. En este país, los que han formado el territorio, sin duda, han sido 
agentes -o no- gubernamentales o, fundamentalmente, si es por parte del Estado, han sido organismos estrictamente sectoriales. 
Por primera vez desde la formación del Ministerio y desde que tenemos a consideración este proyecto de ley, podemos llegar a 
establecer el campo de actuación de la gestión, a nivel oficial, que involucre la universalidad del tema. ¿Qué quiere decir esto? Que 
-vuelvo a la ley marco- ella debe considerar algo que tenemos al lado y no vemos, que es la normativa municipal, que de alguna 
manera está presente. No podemos desconocer que no sólo a nivel sectorial se ha hecho territorio en este país, sino -por hacer o 
por no hacer- también se ha hecho mucho territorio a nivel municipal, y se está haciendo. Entonces, es de buen arte, expresar los 
aspectos filosóficos que existen sobre la materia y que involucran fundamentalmente a los Municipios, que -estamos totalmente de 
acuerdo- tienen que ser los protagonistas en este tema. 


También tenemos que recordar que los Gobiernos Departamentales tienen bajo su jurisdicción solamente el 50% del territorio a 
ordenar o a acondicionar. En este aspecto, me estoy refiriendo al territorio geográfico terrestre y, cuando involucramos toda la 
soberanía nacional, es donde podemos ver el otro 50% que, inevitablemente, será de competencia exclusivamente nacional o, en 


algunos casos muy menores, de competencia compartida, como por ejemplo, las fajas costeras. Entonces, con conciencia de eso, 
entendemos que es vital una ley marco donde, evidentemente, el protagonismo lo va a tener que tener el Poder Legislativo en los 
aspectos vinculados con la consideración de la representación de esa población afincada en el territorio nacional. Y, de ahí 
expresar, de alguna manera, una de las finalidades —-me estoy haciendo eco de algunas opiniones que se han vertido en mesas 
redondas que se han hecho en la Sociedad de Arquitectos- donde se pueda considerar que esto tiene que ser una política de 
Estado. Estamos muy acostumbrados —perdónenme que lo diga de esta manera- a que en la cancha de uno el tema que tenemos 
es de política de Estado. Pero, evidentemente, tener una modificación o estructuración de territorio, siempre implica una 
modificación física que tiene que ver con un hecho muy difícil de alterar, o que lleva muchísimos años para que pueda ser alterado, 
e implica una política de Estado porque necesariamente va a tener que sobrepasar el período de gobierno de turno. Con esto 
quiero decir que indirectamente también estoy haciendo una crítica a un aspecto muy puntual de la ley, en donde se establecen 
determinados plazos para hacer los planes. No quiero ir al ejemplo concreto pero sí a la filosofía y creo que es un poco tomar en 
forma acrítica determinadas tendencias francesas, sobre todo, cuando se habla de los planes de siete años. Por lo que estuve 
investigando, me parece que los siete años provienen del período de gobierno francés que es, de alguna manera, el referente más 
importante que tiene esta ley. Pero, trasladarlo en términos acríticos a una ley nacional donde los períodos de gobierno no pasan 
de cinco años -por ahora, mientras esté esta Constitución vigente- sería reconocer que los planes o la planificación que se 
establezca a través de esta ley, excedería el período de gobierno. Por lo tanto, más me reafirmo entonces en que es necesaria una 
política de Estado, no sólo por lo anecdótico de los plazos, sino porque primero que nada, para definir qué es lo que se pretende, 
cómo se deben hacer los procesos, cómo deben ser los instrumentos, quiénes tienen que ser los protagonistas y los actores, es 
necesario saber qué país queremos. Eso tiene que estar definido en la finalidad de la ley, en el objeto de la ley, que no se ve en 
este texto. 


Por otro lado, podríamos llegar a aspectos muy puntuales que no quiero agotar en este instante, que son aspectos muy concretos 
que se podrían llegar a mejorar. Sin embargo, quiero reforzar otra vez la idea de ley marco en cuanto a que hay determinados 
aspectos que no deberían estar contenidos en este tipo de norma, no porque no lo compartamos o porque no queramos que se 
hable de los asentamientos irregulares, de la cartera de tierras o de la Ley de Expropiaciones, sino porque son normas muy 
concretas que pueden y deben ser definidas en un ámbito de mayor investigación y de mayor consenso a nivel legislativo. 


Es lo que quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que todos los señores Senadores tenemos el mismo sentimiento frente a lo que han planteado, 
aunque no nos corresponde hacer evaluaciones al respecto en este momento. Pienso que hasta el año que viene el tema no se va 
a estudiar en profundidad. La Comisión está recibiendo a todas aquellas delegaciones que lo solicitan y, a su vez, tomamos la 
iniciativa de convocar a quienes entendemos deben ser escuchados. 


De todos modos, por el momento, pienso que esta es una ley que va a tener sus dificultades para ser aprobada. Creo que hasta 
marzo del año que viene el tema no va a volver a ser tratado ya que la propia Comisión, con suerte, podrá trabajar dos semanas 
más debido a que tenemos la Ley de Presupuesto a consideración del Senado, a lo que se suma el tratamiento de la ley de urgente 
consideración, la de software y la de derechos de autor. En consecuencia, les rogaría que hicieran un estudio pormenorizado 
artículo por artículo y, sin apuro, nos los entreguen a través de Secretaría. 


Agradecemos la información que nos han brindado y les adelantamos que seguiremos en contacto cada vez que lo consideremos 
necesario y cuando ustedes lo soliciten. 


(Se retira de Sala la delegación de la Sociedad de Arquitectos del Uruguay). 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica). 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


